Radicación: 66001-31-07-001-2019-00129-01

Accionante: Viviana Cano Bedoya 

Accionado: Fondo Nacional del Ahorro y otro 

Decisión: Revoca y niega

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA TUTELA / REQUISITOS QUE DEBEN CUMPLIRSE PARA EL EFECTO / DEBE VALORARSE LA CLASE DE ENFERMEDAD PADECIDA POR EL ACCIONANTE Y LOS MOTIVOS DE LA TERMINACIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO.
… en virtud de la naturaleza del reclamo formulado por la señora Viviana Cano Bedoya, que tiene que ver con un conflicto jurídico de orden laboral, relacionado con la decisión de la Empresa de Servicios Temporales Empresas y Asesorías S.A.S de dar por terminado el contrato celebrado con Ella, por haberse vencido el término pactado y a su vez haber culminado la obra, labor o misión por la cual fue suscrito, puede afirmarse en principio que su debate y contraposición debería proponerse en sede ordinaria a través de la jurisdicción ordinaria laboral.

Sin embargo, la Sala no desconoce que el Órgano de Cierre en materia Constitucional ha decantado una serie de eventos en los cuales se abre paso a la intervención del Juez de tutela para formular reclamos relacionados con la protección de la “estabilidad laboral” aludida por la accionante, especialmente cuando quien acude a este mecanismo hace parte de ese especial grupo poblacional catalogado como de especial protección constitucional y más aún cuando dicha calidad se da con ocasión de una condición de discapacidad… pero para ello, como ya se dijo, es necesario que concurran una serie de hipótesis…
Como viene de verse, la jurisprudencia constitucional ha exigido para la procedencia de la acción de tutela en aquellos eventos en que se busca el reintegro de un trabajador bajo la égida de la estabilidad laboral reforzada, una serie de requisitos concurrentes, no excluyentes, que en síntesis son: 1. la existencia de un diagnóstico médico que limite en gran profundidad el desempeño de alguna labor y sin dubitación permita inferir que se trata de una persona que por tal razón se encuentra en condiciones de debilidad manifiesta; 2. Que el empleador conozca tal circunstancia y aun así decida desvincular a su empleado sin la autorización de la Oficina de trabajo y 3. Que el despido sea una eminente manifestación de discriminación en contra del trabajador por su condición clínica. (…)
… en sentir de la Sala, no cualquier tipo de enfermedad puede ser catalogada como limitante para acceder al mercado laboral, mucho menos en personas como la señora Viviana, quien perfectamente pudo acceder al empleo con la empresa de servicios temporales, aun cuando para el momento de su vinculación ya había sido diagnosticada con dichas enfermedades, de allí que no pueda afirmarse que las mismas fueron adquiridas en el desarrollo de sus labores, o que sean consecuencia de aquellas…
… se debe anotar que la desvinculación de la accionante no refleja ni siquiera mínimamente que haya sido producto de un acto de discriminación, en primer lugar porque no fue la única desvinculada, dado que lo mismo sucedió con todas las demás personas que suscribieron contratos de la misma naturaleza (por obra o labor contratada) con la empresa encartada, la cual es una empresa que presta servicios temporales como una especie de subcontratación para otras empresas…
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la Representante Legal de la empresa SERVICIOS Y ASESORÍAS S.A.S., en contra del fallo de tutela proferido en las calendas del 26 de diciembre de 2019 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, mediante el cual tuteló los derechos fundamentales a la salud, vida digna, mínimo vital y estabilidad laboral reforzada de la señora VIVIANA CANO BEDOYA.
ANTECEDENTES:

Manifestó la señora Viviana Cano Bedoya, por intermedio de su apoderado judicial, que desde el 1º de octubre de 2018 hasta el 11 de noviembre de 2019 sostuvo un vínculo laboral con la empresa de servicios temporales Servicios y Asesorías S.A.S. Durante dicho interregno prestó sus servicios de manera ininterrumpida al Fondo Nacional del Ahorro, bajo la figura de trabajador en misión. 
La señora Cano Bedoya fue diagnosticada con trastorno de ansiedad generalizada y distimia. Además, en vista de un “accidente laboral” ocurrido el 13 de marzo de 2019, en el que fue agredida física y verbalmente por unos usuarios, su patología de trastorno de ansiedad empeoró. 

La empresa de servicios temporales Servicios y Asesorías S.A.S.  y el Fondo Nacional del Ahorro eran conocedoras de la situación clínica de la señora Viviana, y aun así dieron por terminado el contrato laboral con ella. Sin embargo, le prometieron verbalmente que la iban a reubicar y no lo hicieron. Además, para desvincularla no pidieron autorización del Ministerio de Trabajo. 
PRETENSIONES:

En virtud de los hechos relacionados en precedencia, la accionante pidió la protección de sus derechos fundamentales al trabajo, mínimo vital, estabilidad laboral reforzada, salud, vida digna y seguridad social; y en consecuencia se le ordene a la empresa accionada que proceda a reintegrarla en el cargo que venía desempeñando, con el correspondiente pago de salarios, prestaciones sociales y aportes al sistema de seguridad social.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
1. El Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira avocó el conocimiento de la actuación mediante auto del 11 de diciembre de 2019, en el que dispuso correr traslado del memorial de tutela y sus anexos al Fondo Nacional del Ahorro y la Empresa de Servicios Temporales Servicios y Asesorías S.A.S. 

2. Dentro del término de traslado la Empresa de Servicios Temporales Servicios y Asesorías S.A.S. ejerció sus derechos de defensa y contradicción, explicando básicamente que: i) la accionante ha suscrito con esa empresa dos contratos de trabajo por obra o labor determinada, habiendo culminado el último de ellos el 11 de noviembre de 2019. ii) Dicha relación de trabajo tendría vigencia mientras durara la relación comercial habida entre esa empresa y el Fondo Nacional del Ahorro, situación que siempre estuvo en conocimiento de la señora Viviana, en otras palabras, el despido se llevó a cabo por la terminación de la relación laboral con el cliente para la cual fue contratada y por la cual nació el vínculo laboral, o sea, por una justa causa. iii) La accionante es una persona 100% funcional, sus patologías no le impiden acceder al mercado laboral. iv) La accionante puede beneficiarse temporalmente del subsidio de desempleo con la caja de compensación familiar, quien además asume el pago de sus aportes a seguridad social y un subsidio para alimentación. v) Pretender anclar a un trabajador a una empresa es una carga excesiva para el empleador. vi) La empresa y el Fondo Nacional del Ahorro finalizaron su relación comercial, dado que esta última adelantó un proceso de licitación, el contrato de suministro de personal temporal se le adjudicó a la Empresa de Servicios Temporales Serviola, quien se encargará en lo sucesivo de la contratación del personal en misión. 
El Fondo Nacional del Ahorro indicó que: i) La presente acción de tutela no cumple el requisito de subsidiariedad por existencia de otros mecanismos de defensa judicial a su alcance. ii) respecto de la accionante no se puede pregonar la condición de estabilidad laboral reforzada. iii) el Fondo carece de legitimación por pasiva en este asunto.  
3. Posteriormente, al realizar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento decidió mediante sentencia del 26 de diciembre de 2019 tutelar los derechos fundamentales a la salud, vida digna, mínimo vital y estabilidad laboral reforzada de la señora Viviana Cano Bedoya, porque en criterio del Despacho: i) antes del vencimiento del plazo del contrato la accionante se encontraba en tratamiento pos psiquiatría y psicología por el diagnóstico de distimia (trastorno de ansiedad generalizada), el cual empeoró por un episodio de agresión de un usuario dentro de la empresa para la que trabajaba, incidente que fue considerado un accidente laboral. ii) Supuestamente el tratamiento para las patologías de la accionante está a cargo de la ARL. iii) la empresa Servicios y Asesorías S.A.S no obtuvo autorización del Ministerio del Trabajo para dar por terminado el contrato. iv) La facultad de terminar unilateralmente un contrato a término fijo cuando el tiempo pactado se cumple tiene sus límites, pues las personas en estado de debilidad manifiesta como la accionante cuentan con estabilidad laboral reforzada. v. El conocimiento de la discapacidad por parte del empleador da lugar a la protección en sede de tutela, porque se presume que el despido se basó en un factor de discriminación. 
Así las cosas, el Juez A Quo le ordenó a la empresa de servicios temporales Servicio y Asesoría S.A.S. el reintegro transitorio de la accionante, a un cargo en iguales o similares condiciones al que desempeñaba al momento de su desvinculación laboral, para lo cual le concedió el término de 5 días hábiles; amparo que fue transitorio, por lo que le ordenó a la accionante que acudiera a la jurisdicción ordinaria en un término máximo de 4 meses. Finalmente ordenó que se efectúe el pago de los salarios y prestaciones sociales que legalmente le correspondan a la titular de los derechos y se efectúen los aportes al Sistema General de Seguridad Social, desde cuando se produjo la terminación del contrato hasta que se haga efectivo el reintegro.
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Inconforme con la anterior decisión, la Representante Legal de la Empresa de Servicios Temporales Servicios y Asesorías S.A.S, presentó dentro del término consagrado en la ley un escrito mediante el cual la impugnó. En dicho memorial reiteró los argumentos planteados en su contestación al traslado de la acción. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la sentencia de primera instancia fue acertada al conceder la solicitud de amparo constitucional deprecada por la señora Viviana Cano Bedoya, y si fueron o no apropiadas las órdenes dictadas para conjurar la vulneración del derecho fundamental de petición del accionante, o si por el contrario le asiste la razón en sus tesis de discrepancia a la entidad impugnante, al aseverar que en este caso, además de no haberse cumplido el requisito de subsidiariedad de la tutela, la vulneración alegada por la accionante jamás tuvo ocurrencia. 

3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Encontrándonos de cara al análisis de procedencia de la presente acción, previo a resolver de fondo el problema jurídico planteado arriba, debemos partir de los siguientes presupuestos:  

El inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ad portas de sufrir un perjuicio irremediable.

En ese orden de ideas, sea lo primero decir que en virtud de la naturaleza del reclamo formulado por la señora Viviana Cano Bedoya, que tiene que ver con un conflicto jurídico de orden laboral, relacionado con la decisión de la Empresa de Servicios Temporales Empresas y Asesorías S.A.S de dar por terminado el contrato celebrado con Ella, por haberse vencido el término pactado y a su vez haber culminado la obra, labor o misión por la cual fue suscrito, puede afirmarse en principio que su debate y contraposición debería proponerse en sede ordinaria a través de la jurisdicción ordinaria laboral.
Sin embargo, la Sala no desconoce que el Órgano de Cierre en materia Constitucional ha decantado una serie de eventos en los cuales se abre paso a la intervención del Juez de tutela para formular reclamos relacionados con la protección de la “estabilidad laboral” aludida por la accionante, especialmente cuando quien acude a este mecanismo hace parte de ese especial grupo poblacional catalogado como de especial protección constitucional y más aún cuando dicha calidad se da con ocasión de una condición de discapacidad, de allí que surja entonces en favor de dichas personas una especie de “fuero” que permite flexibilizar el análisis de procedencia de la acción de amparo, para darle prevalencia al derecho sustancial por lo menos de manera transitoria, e incluso llegar a ordenar un reintegro laboral en el escenario de la tutela, aun cuando el asunto verse sobre contratos a término fijo, o por obra o labor contratada, cuya vigencia expiró, pero para ello, como ya se dijo, es necesario que concurran una serie de hipótesis; fijémonos entonces en lo que al respecto ha sostenido la Corte:  
“Esta Corporación afirma que, la protección constitucional del derecho a la estabilidad laboral incluye a las personas que se encuentran bajo contratos laborales a término fijo o de obra o labor, dada la obligación de garantizar la permanencia en el empleo al trabajador que se encuentre en una circunstancia de debilidad manifiesta, como por ejemplo las personas con limitaciones físicas sensoriales y psíquicas. La protección constitucional señala se justifica frente a la autonomía contractual que el ordenamiento jurídico colombiano otorga a los empleadores en la relación con sus trabajadores, en razón de que con el despido se puede discriminar a una persona en razón de una limitación física, sobre todo cuando la terminación de la relación laboral está motivada en su estado de salud y éste no resulta incompatible con las funciones que puedan serle asignadas.

(…)

Ahora, el vencimiento del plazo pactado es una causal objetiva que puede producir la terminación de los contratos de trabajo a término fijo, pero, si el trabajador se encuentra en una situación de vulnerabilidad por cuenta de una enfermedad o discapacidad, esta autonomía del empleador se encuentra limitada al cumplimiento del precepto del artículo 26 de la Ley 361 de 1997. En consecuencia, de manera previa a la terminación del contrato de trabajo el empleador deberá pedir autorización al Ministerio de Trabajo.

(…) 

Esta Corporación, en relación con el grado de discapacidad que debe tener una persona para exigir el derecho a la estabilidad laboral reforzada, dispuso que tal protección cobija a todas las personas con limitaciones físicas o psicológicas, indistintamente si el grado de afectación es severo, moderado o leve. Este argumento se sustenta en el examen de constitucionalidad efectuado por este Tribunal a la Ley 361 de 1997, en Sentencia C-824 de 2011, se explicó que:

“la referencia específica que hace el artículo 1º, a las personas con limitaciones ‘severas y profundas’ no puede tomarse como expresiones excluyentes para todos los artículos que conforman la citada ley. En punto a este tema, es de aclarar que la clasificación del grado de severidad de una limitación (art. 7º, Ley 361 de 1997) no implica la negación y vulneración de un derecho, sino la aplicación de medidas especiales establecidas por la misma ley para personas con discapacidad en cierto grado de severidad (vgr. los artículos 2º, 3º y 4º de la Ley 361 de 1997). Más que de discapacidad leve y moderada, la jurisprudencia ha señalado que en estas situaciones debe hablarse de personas que por su estado de salud física o mental se encuentran en condiciones de debilidad manifiesta, que les dificulta trabajar en ciertas actividades o hacerlo con algunas limitaciones y que por tanto, requieren de una asistencia y protección especial para permitirle su integración social y su realización personal, además de que gozan de una estabilidad laboral reforzada”.
Esta posición fue adoptada en la Sentencia T-271 de 2012, que reiteró que, el derecho a la protección laboral reforzada cobija, equitativamente, tanto a los trabajadores que padecen un deterioro en su salud, que limita la ejecución de sus funciones, como a quienes se encuentran en condición de discapacidad. De tal forma que, al proceder a la terminación de sus contratos o relación laboral sin previa autorización del Ministerio del Trabajo, se vulneran sus derechos a la igualdad y al trabajo como formas de lograr la adecuada integración social dispuesta en la Constitución.

En síntesis, se puede afirmar que la acción de tutela es procedente para exigir el derecho a la estabilidad laboral reforzada , cuando se comprueba que el empleador (a) despidió a un trabajador que presente una afectación en su salud que le impida o dificulte sustancialmente el desempeño de sus labores de manera regular, al margen del porcentaje de discapacidad que padezca, inclusive en contratos laborales a término fijo o de obra o labor; (b) sin la autorización de la oficina del trabajo, (c) conociendo que el empleado se encuentra en situación de discapacidad o con una afectación de su salud que le impide o le dificulte el desempeño de labores y (d) no logra desvirtuar la presunción de despido discriminatorio, pues se activa una presunción legal en contra del empleador.

Como viene de verse, la jurisprudencia constitucional ha exigido para la procedencia de la acción de tutela en aquellos eventos en que se busca el reintegro de un trabajador bajo la égida de la estabilidad laboral reforzada, una serie de requisitos concurrentes, no excluyentes, que en síntesis son: 1. la existencia de un diagnóstico médico que limite en gran profundidad el desempeño de alguna labor y sin dubitación permita inferir que se trata de una persona que por tal razón se encuentra en condiciones de debilidad manifiesta; 2. Que el empleador conozca tal circunstancia y aun así decida desvincular a su empleado sin la autorización de la Oficina de trabajo y 3. Que el despido sea una eminente manifestación de discriminación en contra del trabajador por su condición clínica. 
Bajo los anteriores presupuestos, la Colegiatura debe anticipar a partir de este momento que no comparte las apreciaciones formuladas por el Juez de primera instancia, dado que en el presente asunto, si bien es cierto se conoce que la señora Viviana Cano Bedoya presenta unos diagnósticos médicos de distemia y trastorno de ansiedad generalizada, como los puede padecer cualquier persona del común, pues se sabe que con el pasar del tiempo se han incrementado en el mundo los diagnósticos de tipo psicológico, aun en empleados activos, altos Funcionarios del Estado y personas de “a pie”, sin embargo, en el sub examine no existe absolutamente ningún tipo de prueba que permita reflejar que los diagnósticos presentados por la accionante tienen la entidad suficiente para impedirle ahora, o incluso a futuro el ejercicio de cualquier labor.

Y es que en sentir de la Sala, no cualquier tipo de enfermedad puede ser catalogada como limitante para acceder al mercado laboral, mucho menos en personas como la señora Viviana, quien perfectamente pudo acceder al empleo con la empresa de servicios temporales, aun cuando para el momento de su vinculación ya había sido diagnosticada con dichas enfermedades
, de allí que no pueda afirmarse que las mismas fueron adquiridas en el desarrollo de sus labores, o que sean consecuencia de aquellas, muy a pesar de que un incidente le haya incrementado síntomas que son producto de las patologías que desde antes padecía, más aún, cuando las mismas fueron valoradas como de origen GENERAL y han sido atendidas en todo momento por su EPS, no por la ARL, además, debemos tener en consideración que al momento de la terminación del contrato Ella ni siquiera se encontraba incapacitada.  
Por otro lado, se debe anotar que la desvinculación de la accionante no refleja ni siquiera mínimamente que haya sido producto de un acto de discriminación, en primer lugar porque no fue la única desvinculada, dado que lo mismo sucedió con todas las demás personas que suscribieron contratos de la misma naturaleza (por obra o labor contratada) con la empresa encartada, la cual es una empresa que presta servicios temporales como una especie de subcontratación para otras empresas, como en este caso lo era el Fondo Nacional del Ahorro, que valga decirse, a través de un proceso de licitación contrató los servicios de otra empresa de igual naturaleza, quien en lo sucesivo suministraría sus propios empleados para que prestaran labores “misionales” y de carácter transitorio al FNA. Además, la accionante tenía conocimiento de esa circunstancia, y que su labor no debía generar en ella ningún tipo de expectativa a futuro, más que la realización temporal de actividades inherentes al funcionamiento de la entidad contratante, esto es, relacionadas con el objeto y finalidad para la cual fue contratada, durante el tiempo indispensable para ejecutar el objeto contractual convenido.

A modo de conclusión, en el presente asunto no se cumplen los requisitos jurisprudenciales establecidos para decir sin dubitación alguna que opera la protección constitucional de estabilidad laboral reforzada, por cuanto la terminación de la relación contractual entre la accionante y la empresa de servicios temporales “Empresa de Servicios y Asesorías S.A.S” no se dio como resultado o causa de su estado de salud (que valga decirse no se acreditó como grave o limitante), sino por la desaparición del objeto contractual, que hacía imposible para la entidad accionada mantener la relación laboral con Ella. 

De conformidad con lo dicho, la Sala estima pertinente revocar la decisión adoptada por el Juez de primera instancia, porque a la luz de lo dicho, no hay violación a derechos fundamentales de la parte actora, por tanto la acción constitucional resulta improcedente.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día 26 de diciembre de 2019, y en su lugar NEGAR la protección de amparo reclamad por parte de la señora VIVIANA CANO BEDOYA, en contra de la EMPRESA DE SERVICIOS Y ASESORÍAS S.A. y el FONDO NACIONAL DEL AHORRO, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Ver folio 67.





Página 9 de 9

